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Francisco Javier Tamayo Tabares.
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Contrato realidad: Arquitecta contratada mediante contrato civil de prestación de servicios para desempeñar cargo de coordinación de Infraestructura, dentro de la organización empresarial que también cuenta con el cargo superior de gerencia nacional de infraestructura. Tal provisión es contraria a la realidad, pues la misma entraña una permanencia que riñe con la característica propia del contrato civil o comercial, el cual es esencialmente temporal y para un objeto que no puede exceder los contornos de la generalidad de funciones ínsitas en un cargo. Unidad económica. Al tenor del numeral 1º del artículo 194 de C.S.T.,se formó entre las demandas EPS y Medicina Prepagada, dada la integración dispuesta para manejar los asuntos de una y otra, compartiendo, personal, espacios etc., en especial en su sección de infraestructura.
En Pereira, hoy veintinueve (29) de septiembre de dos mil dieciséis (2016), siendo las nueve de la mañana (9:00 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia la magistrada y los magistrados de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, en su sala de decisión 3, encabezada por el ponente, declaran formalmente abierto el acto, para desatar el recurso de apelación interpuesto por la demandada, en contra de la sentencia proferida el 23 de junio de 2015 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda dentro del proceso ordinario promovido por Luz Estella Osorio Bañol contra las sociedades Coomeva Entidad Promotora de Salud S.A., Coomeva E.P.S. S.A., y Coomeva Medicina Prepagada S.A.
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

I- INTRODUCCIÓN
Antes de los alegatos de instancia, se anticipan los pormenores del litigio, así: La demandante enfoca sus pretensiones, a que tras las declaraciones entorno a la existencia del contrato de trabajo habido, entre ella y las accionadas, del 1 de julio de 2009 al 31 de agosto de 2013, y que estas incurrieron en despido injusto, pide las condenas por diversos haberes laborales: auxilio de cesantías, intereses de estas, vacaciones, prima de servicios, indemnización por despido injusto y moratoria, aportes a la seguridad social, mismos que canceló la actora como independiente  y aportes por subsidio familiar.

Las preinsertas suplicas descansan en los hechos alusivos a los servicios que la actora presto bajo la continuada subordinación de ambas accionadas, dentro de los hitos referidos, mediante contratos de prestación de servicios suscritos, así: (i) con la demandada EPS, desde el inicio hasta el 30 de Junio de 2010 y (ii) con la demandada medicina prepagada del 1 de Julio de 2010 hasta al 30 de junio de 2013, y sin interesar que el contrato se hubiere suscrito con la una o con la otra, como arquitecta en el cargo de coordinación de las actividades inherentes a los desarrollos de infraestructura en salud a nivel nacional, atendiendo los lineamientos de la Gerencia Nacional de infraestructura, bajo una remuneración constante de $6.658.600, inicialmente en Pereira, en el horario de 7 a.m. a 12:30 p.m., y luego en Bogotá, en el sector Héroes, de 7 a.m. a 1 p.m., y de 2 a 5:30 p.m.

Provistas de mandataria judicial común ambas accionadas contestaron la demanda por separado, por lo que se opusieron a las pretensiones y propusieron las excepciones de: inexistencia de la obligación, petición de lo no debido, compensación, pago y prescripción (fl. 187 y 284).

Negaron que la demandante hubiese sido subordinada de tales entidades, puesto que lo que efectivamente realizó Luz Estella Osorio, fue una labor de auditoría sobre proyectos, en forma independiente y autónoma, “sin que importara para ningún efecto la titularidad del proyecto ya que en muchas ocasiones se trata de sedes compartidas por EPS y MP”, empero, que con posterioridad la una, o con anterioridad la otra, no han “pagado un solo peso a la demandante por ningún concepto incluso el de honorarios”, que estos últimos, se tasaban conforme al valor total del contrato, sin que correspondiera a salario, ni cumpliera horario, puesto que la persona encargada de supervisar el contrato de prestación de servicios, se encontraba en Cali, y las funciones se desarrollaban en el eje cafetero (fls. 180 ss., 278 ss.).

La sentenciadora de primer grado, tras declarar avantes las excepciones propuestas por las demandadas, absolvió a estas de las pretensiones y condenó en costas a la demandante. 
En su motiva, de entrada adujo que en el plano de la realidad la labor de la demandante no estaba sujeta al poder subordinante de las demandadas, dado que no se configuró la existencia del contrato de trabajo reclamado, con arreglo a la prueba testimonial y documental que comentó, sin atisbar en ellas, horarios, reglamentos, ni régimen disciplinario, a los que la actora estuviese sometidos, puesto que se podía retirar de la compañía cuando lo deseara sin requerir permiso, aunado a que podía contratar con otras empresas públicas y privadas, contando con independencia técnica bajos las directrices del contrato, con amplio margen de discrecionalidad frente al objeto contractual.

Aduce que no había otra persona de planta que realizara esa labor, que las labores de Luz Estela, en la adecuación de infraestructura no hacían parte del giro ordinario de Coomeva, que lo era la prestación de servicios de salud, y que el solo transcurso del tiempo no muta el contrato de prestación de servicios en laboral, que por sus conocimientos profesionales, la obligaba a saber las implicaciones de la naturaleza del contrato de prestación de servicios que había firmado

Finalmente que no eran indicativos de la subordinación, los viáticos, los correos electrónicos, los horarios específicos, los informes de la demandante, contar con parqueadero, tarjetas de ingreso, puesto de trabajo, computadores etc., lo cual ilustra con pasajes de la sentencia del órgano de cierre de 4 de mayo de 2001.

Contra el mentado fallo, la demandante enfiló el recurso de apelación, en orden a resaltar que contrario a lo decidido en primera instancia, en este asunto se configuraron los elementos del contrato de trabajo, dado que así lo dejan ver los documentos y declaraciones vertidas en el plenario. De la exposición de la representante de las accionadas, expresó que desde 2008, ambas empresas integraron el área de talento humano, siendo la arquitecta Liliana Bustamante, gerente general de infraestructura, a cargo del maneja personal de ambas entidades, no obstante que la actora, suscribió contrato, independiente.

 Reprocha el hecho de que a la deponente Adriana Esther García Sánchez, se le haya restado crédito, dado que ella había sido la referente, de la subordinación, el horario, la función en el proceso precontractual de contratación, el espacio que compartió con los otros empleados, la utilización de equipos y herramientas de la empresa, viáticos de transporte, a través de agencias de viajes; se duele, también, de que no se haya  apreciado la declaración de Efraín Eduardo Avellaneda, quien fuera un referente directo de los horarios de entrada y salida, puesto, que era la persona que sin depender de las empresas, se encargaba del transporte de Luz Estella, en los días de pico y plata en Bogotá; y tras el reproche de la evaluación probatorio de estos y de las restantes deponencias, concluye que la funcionaria no dio aplicación de la  primacía de la realidad revelada, por estas, sobre los documentos, y que se le  cercenó, parcialmente, el derecho a interrogar a la representante de las demandadas. Pide inspección judicial a las instalaciones de Coomeva, para verificar que, a la arquitecta Mariela Jiménez y otros, se le liquidaron las prestaciones sociales, cumpliendo las mismas funciones a la actora, y como consecuencia de este litigio.      

Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia, alegan los voceros si asisten. Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis se refirieron a los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir de fondo, previa las siguientes: 

Consideraciones

I- No se abriga duda entorno al hecho de que a las partes aquí comprometidas, las unió un contrato de trabajo y no una relación diferente o no subordinada, por cuanto el mismo organigrama empresarial, tenía previsto el cargo de gerente o líder Nacional de infraestructura, en cabeza de la arquitecta Liliana Bustamante, de quien a su vez dependía la oficina coordinadora de infraestructura, al mando de la demandante, según se avizora de las múltiples comunicaciones y correos electrónicos obrantes en el plenario.

En efecto, tal como se lee, en el correo de folio 100, la arquitecta Liliana Bustamante le recuerda a la demandante, que el objeto del contrato de prestación de servicios, en armonía con los ejemplares incorporados en la demanda y en la contestación, era: "prestar sus servicios profesionales para la construcción de las actividades inherentes a los desarrollos de infraestructura del sector salud". 

En cuanto al alcance de dicha cláusula, prosigue: "...una de las razones principales del contrato se focaliza en la coordinación integral de proyectos de infraestructura, para lo cual es condición sine qua non controlar las variables técnicas fundamentales que puedan llegar a incidir o a generar riesgos no sólo físicos sino presupuestales y de operación en las unidades de negocio de COOMEVA E.P.S., tal condición se plantea y desarrolla en diferentes apartes de la cláusula segunda....Coordinar los estudios, proyectos y presupuestos....Llevar el seguimiento  y la evaluación del desarrollo de los planes y programas ...identificar las desviaciones...proponer con las áreas involucradas, las acciones de solución o en su caso replantear los objetivos y metas de los mismos".

II- El referido correo tuvo como propósito, llamarle la atención a la actora, en el sentido que en la coordinación del proyecto de la sede integrada de Bucaramanga, la arquitecta Bustamante, encontró que Luz Estela Osorio "no está cumpliendo en debida forma el mencionado objeto", que "podría implicar para COOMEVA E.P.S. incumplimiento de compromisos contractuales y aumento de presupuestos...conllevaría a eventuales indemnizaciones o litigios con terceros...no es la primera vez que se evidencian este tipo de fallas. La gerencia...como supervisor del presente contrato ha venido facilitando instrumentos...asesoría, metodo, instrumentos, acompañamiento in situ...documentado en los archivos del área y en las actas de seguimiento...es necesario reafirmarle que es una responsabilidad implícita en su oferta de valor, generar los recursos para el óptimo desempeño de su trabajo".

Y como para que no quede duda, entorno a ese poder subordinante, en la que se admite facilitar instrumentos, dar asesorías, métodos y acompañamientos, esa comunicación, remata: "...en consecuencia ...esta Gerencia le solicita suspender la coordinación del proyecto de Bucaramanga y generar las acciones inherentes a la optimización de su desarrollo contractual en los demás entregables a su cargo; así como hacer la evaluación necesaria a efectos de que la continuidad del mismo no se vea afectado por este tipo de acciones que no pueden ser parte de las fallas propias del diario proceder profesional".

III- En otro de los Correos, del 18 de marzo de 2013, la Gerente le comunica a la demandante, que "estamos medio enrollados con los viáticos, trata de coordinar una reunión vía skipe a ver qué puedes resolver" (fl,p. 105). En otro, enviado el 24 de junio de ese año, la arquitecta Bustamante, le indica a la actora, "te recuerdo que lo aquí explicado es tu responsabilidad en el cierre del proyecto, te agradezco conjuntamente con Juan Manuel estructurar este soporte en el menor tiempo posible y no tomas (sic) acciones sin informar a esta Gerencia. Favor informar el avance" (fl. 111).
Por último, milita otro correo dirigido por Bustamante a varias personas, entre ellas a la demandante, donde se lee: "Debo hacer un llamado de atención a todos ustedes porque veo que están dejando muy marginal los temas de señalética y hacer el control de lo existente con la transición de lo nuevo...así que les pido se retome en su real dimensión porque los reportes entregados hasta ahora no me están concordando con la realidad. Es responsabilidad de todos en cada visita o proyecto hacer un reporte de señalética..."(fl. 114).

IV- De la prueba testimonial también se infiere la subordinación a que estaba sometida la actora a la Gerencia Nacional de Infraestructura de las entidades accionadas. Es así como:

a. La deponente, Adriana Esther García Sánchez, aseveró que Luz Estella Osorio, compartía el espacio con el personal, por cuanto siempre estaba con "nosotros" en la sede, de lunes a viernes, de 7 a.m., a 1 p.m., y de 2 a 5p.m., que a esta última hora siempre compartía el transporte con la actora; que Liliana Bustamante era la jefe de Luz Estella, por cuanto le hacía énfasis al personal acerca de la presencia de Luz Estella, allí, para la información que ésta requiriera en las convocatorias, interventorías, construcciones de sedes, etc., sin perjuicio de que viajara a otras regionales en cumplimiento de sus labores; que Coomeva dotaba a Luz Estella, de escritorio, computador portátil, celular corporativo con llamadas ilimitadas, asimismo, compartía el parqueadero con la deponente.

b. El declarante, Juan Fernando Fernández Rodriguez, abogado, asistente nacional de contratación, antes contratista de 2011 a 2015, adujo que en esta calidad tenía su puesto de trabajo en las instalaciones de las accionadas, dotado de equipo de computador, y que la arquitecta Bustamante les llamaba la atención a todos.

c. El deponente Efraín Eduardo Avellaneda, bachiller y pensionado, abonó que prestó su servicio como conductor a la demandante, de 2010 a 2013, a fin de transportarla, tanto a las 6 a.m., como entre las 5:30 y 6 p.m., desde la residencia de aquella a la oficina de Comeva o al aeropuerto, y viceversa, los días de restricción vehicular en Bogotá,
d. El declarante, Juan Manuel Toro Arias, de profesión ingeniero civil, apuntó que laboró en la Prepagada, como jefe y coordinador de infraestructura, y luego como jefe de mantenimiento de ambas accionadas, a través de contrato de trabajo, que fungió en el mismo cargo de la actora, como contratista, para lo cual se le asignó un puesto con elementos suministrados por Coomeva, que las instrucciones se daban en un comité, donde se repartían las responsabilidades, tal comité era presidido por Liliana Bustamante, gerente de infraestructura, con exigencias a desarrollar de acuerdo al rol o proyectos, que en la programación constaba la duración de las reuniones, que también se acordaba la disponibilidad para las diligencias personales; que la arquitecta Bustamante era vehemente en las exigencias, aunque el debate era técnico, por lo que podían asentir o disentir con los pares.

e. El deponente, Alexander Vera Vargas, de profesión psicólogo, conoció a la actora, prestando los servicios en la misma sede, en la supervisión de obras de infraestructura de 2011 a 2013, que ésta manejaba su tiempo y sus actividades, sin que solicitará permiso, pero con puesto de trabajo y equipo de cómputo suministrado por la empresa, que la veía en diferentes horarios, que él parqueadero era para todos y los visitantes, así como las tarjetas de ingreso.

f. La representante de las accionadas, para efectos judiciales, Manuelita López, abonó en su interrogatorio de parte, que ambas empresas se integraron desde 2008, por lo que el personal vinculado mediante contratos de trabajo se integraron en varias áreas; aceptó que los elementos de oficina utilizados por Luz Estella eran de Coomeva, además, de que era cierto que Liliana Bustamante, fungía como líder de ambas compañías.
V- Con arreglo a la probanza que se ha pasado revista, no resulta posible jurídicamente que gracias al presunto contrato civil de prestación de servicios, la demandante tuviera que haber asumido un cargo, encaminado o dirigido, como era lógico a cubrirse con personal de la propia planta y no con ajenas a ese personal subordinado. 
Tal manera de proveer un puesto de trabajo permanente, riñe en contra de la realidad, puesto que es fácil entender pertenecerle a la planta u organigrama de la empresa, en los mismos términos que lo es la Gerencia Nacional de infraestructura, frente a la cual, la demandada se abstiene de pregonar a su vez, que sobre la misma tampoco ejerce poder subordinante alguno. 

Sobre el particular es oportuno recordar, que tal estilo de contratación, que huelga decirse, tuvo entre las partes un propósito de permanencia o duración, al juzgar por el tiempo inicial y sus renovaciones, es contrario a la esencia misma del contrato civil y comercial,  cuya naturaleza es esencialmente de corto tiempo, o por lo que marque su duración acorde con las características propias de la obra contratada, y obviamente, sin que su objeto entrañe unos contornos generales propios de la asignación de funciones de un puesto de trabajo o cargo de planta. 
Ahora, aunque las empresas tenían como objeto las de satisfacer los servicios de salud, en el campo de acción que las autorizaba la ley 100 de 1993 y complementarias, y no la de construcción o afines, sus necesidades, podían determinar qué paralelo al cumplimiento del deber misional principal, se formara a su alrededor otras áreas del conocimiento más o menos permanentes, con el propósito de contribuir a cumplir cabalmente con tal deber central o misional, como era la necesidad de construir diferentes sedes, que ameritaba, por lo tanto, el sostenimiento de una planta propia que velara por la contratación y seguimiento de las obras necesarias a ese fin.

VI- En orden a ahondar en los textos de la documental traída en apoyo de la contratación civil, no se puede pasar por alto, que en estos lo usual es que el precio del contrato se pagara al final del mismo, estilándose la cancelación de un anticipo, empero, lo que sí desdice de tal forma contractual, es que el precio se divida por el número de meses de la vigencia, tal cual acontece en este asunto, queriéndose esconder la manera como se remunera la prestación de un servicio, típicamente subordinado, a través de un salario, pagadero quincenal o mensualmente, pero no por medidas de tiempo superiores.

Además, el objeto de los contratos civiles de prestación de servicios, presentados en esta controversia, aunque se celebraron con una arquitecta de profesión, lo que va inmerso el libre ejercicio de un oficio liberal, y de manera independiente, no admite apreciarlo así, puesto que no se trataba de la ejecución de una obra, sino la de un sinnúmero de estas, comprendidas en el universo de: programas, proyectos y megaproyectos, lo que ameritaba, por lo tanto, dentro de la planta de las empresas, una gerencia general de infraestructura, en su cúspide administrativa, independiente del área de salud a que como objeto principal estaban obligadas las demandadas a prestar a sus usuarios.

En ese orden, requería también, otras oficinas a nivel más bajo, como la de coordinación de infraestructura  y, lo que resulta más ilógico, es que se pregone, que con respecto a esta última no mediara subordinación o dependencia alguna, empero, con respecto de la gerencia general de infraestructura, si militara dicha subordinación o dependencia, siendo que tanto Liliana Bustamante, como Luz Estella Osorio, fungían en común como arquitectas, estando la segunda, lógicamente, sujeta a las directrices de la primera.

VII- De tal suerte, que no hay manera de que las demandadas eludieran la responsabilidad como empleadoras, que en esta litis se les reclama, por lo que se declarará la existencia del vínculo laboral que las atara a la demandante, durante el lapso suplicado en el libelo genitor del proceso, en vista de salir avante el principio constitucional de la primacía de la realidad sobre las formas establecidas por las partes.
Tal declaración recae sobre las dos accionadas, como una unidad económica, según lo prevé el artículo 194 numeral 1o C.S.T, unidad que se configuró a partir de 2008, tal cual lo refirió en su declaración la representante legal para efectos judiciales, común, (ver certificados de la Cámara de Comercio visibles a folios 141 vto y 193 vto), y que se corrobora en la contestación de ambas, cuando al hecho 13, se replica que, las labores de la actora se desarrollaban “sin que importara para ningún efecto la titularidad del proyecto ya que en muchas ocasiones se trata de sedes compartidas por EPS y MP”; unidad que vuelve a ponerse de presente, cuando la misma representante legal, sostiene que Liliana Bustamante, fungía como líder de ambas compañías, obviamente, en el departamento o sección de infraestructura, del que se desprendía el de coordinación a cargo de la demandante, también al servicio de ambas personas jurídicas.
VIII- Obviamente, que bajo esos parámetros, la desvinculación de la actora, no se ajustó a las previsiones del Código Sustantivo del Trabajo, puesto que al efecto, las accionadas no le esgrimieron causal alguna, que justificara la terminación del contrato de trabajo, es más, si se arguyera que lo era a término fijo, no milita esfuerzo de las empresarias, para demostrar en esta contienda, que al menos se había agotado con la accionante, el preaviso no inferior a 30 días acerca de la determinación de no prorrogar el contrato (art. 46 C.S.T), por lo que habrá de fulminarse la condena por indemnización por despido injusto, tomando en cuenta los cálculos previstos en el literal b) del artículo 64 ibídem, como contrato a término indefinido, que establece que para los trabajadores que devenguen un salario igual o superior a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes, se pagará, si tuviere más de un año de servicio continuo, 20 días de salario por el primer año de servicios, y 15 días adicionales por cada uno de los años subsiguientes al primero y proporcionalmente por fracción, por manera que, la condena por este concepto asciende a la suma de $ 14`981.850, que corresponde a 67.5 días de salario.
IX- Pasará la Sala a analizar el tema de las indemnizaciones de que trata el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo y el canon 99 de la Ley 50 de 1990, por el no pago de las prestaciones al fin de la relación laboral y por la no consignación del auxilio de cesantías, respectivamente. Se estudiarán conjuntamente, amén que sus presupuestos jurídicos y fácticos son iguales. Su buen suceso impone que sobre la parte obligada,  obre en su contra, a la finalización contractual, una conducta exenta de buena fe, habida consideración que las susodichas indemnizaciones no operan de manera automática, ni inexorable, por lo que es menester que el fallador ausculte el comportamiento del obligado en orden a conocer las razones de la omisión en la cancelación definitiva de salarios y prestaciones sociales, y si no halla visos de buena fe, devendrá inevitable la condena por estos concepto, de lo contrario, las desestimará.
En el sub-lite, ciertamente, no se avizoran elementos que jueguen en pro de las accionadas, en orden de apoyar la circunstancia de que estuvieran asistidas de la convicción, aunque errada, de que entre ellas y la actora las unía un contrato civil de prestación de servicios, y no de trabajo, pues aún el hecho de que se tratara de una profesional de la arquitectura, y que todas las funciones realizadas por la actora, giraron en torno a esa área del conocimiento, no permiten deducir, sin embargo, razones atendibles que justifiquen su actuar de buena fe, capaz de recibir la exoneración de la condena indemnizatoria, por cuanto el trato brindado a Luz Estella Osorio, fue similar al de cualquier otro empleado, solo que por la especial connotación de sus labores, sus ausencias de su puesto de trabajo, que fue asignado dentro de las mismas instalaciones y con equipos, y reglamentos dispuestos por las demandadas, tenían la razón tales ausencias, en que dentro de su rol se ubicaba la de inspeccionar obras de infraestructura, por fuera de la sede.

Tampoco, es coherente el comportamiento de las empleadoras, que existiendo toda una logística empresarial con el fin de atender lo relativo a sus construcciones, que al parecer no eran pocas, dada la creación de una gerencia nacional de infraestructura, a mando y dirección de un órgano dependiente de la organización, y no por fuera de la misma, y se quiera ver, en cambio, una subdivisión de la misma, como lo fue la oficina de coordinación  de infraestructura, a la cabeza de la demandante, empero, no como un sub-ente, dependiente o subordinado a Coomeva, sino como una rueda suelta del engranaje institucional, esto es, independiente y autónomo; tamaño desfase, ciertamente que no habla bien de la buena fe empresarial, digna de que se exonere de las indemnizaciones moratorias, puesto que por contraste, es un claro referente de no estar asistida de la buena fe contractual, por cuanto igual que la gerencia nacional de infraestructura, la coordinación nacional de tal departamento, hacía parte de la misma institución, jerárquicamente diseñada de esa manera, en lo que al área de construcciones se trataba. 

Así las cosas, en orden a elaborar la condena del artículo 65 del C.S.T., se tomará en cuenta que los ingresos mensuales de la demandante, superaban con creces el salario mínimo legal, puesto que eran de $6`658.600, y que la demanda fue incoada dentro de los dos años siguientes a la finalización del vínculo. El valor de dicha indemnización, por los primeros 24 meses, que corren del 1º de septiembre de 2013 al 31 de agosto de 2015, asciende a $159`806.400. A partir del mes 25, es decir, del 1º de septiembre de 2015, se liquidarán intereses a la tasa más alta del mercado financiero sobre el monto de lo adeudado por concepto de prestaciones sociales, hasta cuando se satisfaga dicha deuda en su totalidad. 

Para la indemnización moratoria de que trata el art. 99 de la Ley 50 de 1990, que se origina por el auxilio de cesantía causado entre el 1º de enero y el 31 de diciembre de 2011, no consignado el 15 de febrero de 2012, pues las sumas causadas con antelación se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción, tomando en cuenta un salario diario de $216.666, asciende a un valor de $78`000.000.
Asimismo, por el auxilio de cesantía del año 2012, no consignado el 15 de febrero de 2013, con un salario diario de $216.666, para una mora de 196 días contabilizada hasta el 31 de agosto de 2013, fecha de terminación del vínculo laboral, corresponden la suma de $ 42`.466.536.
 No hay lugar a imponer sanción por la fracción del 2013 toda vez que para esa calenda no existía obligación del empleador de consignar las cesantías en un fondo, pues dicha prestación debía cancelarla directamente a la trabajadora a la terminación del contrato de trabajo, junto con los demás salarios y prestaciones a que hubiese lugar. El valor total de la indemnización por no consignación de cesantías es de $120`466.536.
X- Con todo, no salen avantes las excepciones propuestas por las accionadas, salvo parcialmente la de prescripción para aquellos reclamos que se causen con antelación al 20 de mayo de 2011, por cuanto la demanda se incoó el mismo día y mes de 2014, salvo el auxilio de cesantías y la compensación por vacaciones, por lo que la condena se fulminará por las prestaciones generadas con posterioridad a esta fecha.

Así las cosas, los haberes laborales adeudados, se discriminarán y liquidarán, teniendo en cuenta como remuneración: para el 2009 y hasta el mes de junio de 2013 la suma de $6`500.000; y para el resto del año 2013, $6`658.600. 
Efectuados los cálculos pertinentes, se adeuda por concepto de auxilio de cesantías por el tiempo laborado, la suma de $27`109.767. 

Por intereses a las cesantías, $1`478.195.

Por prima de servicios, la cantidad de $ 14`868.100.
Compensación en dinero de las vacaciones, $13`872.083.
En total, por concepto de prestaciones sociales y compensación de vacaciones, la condena es de $57`328.145, según se ilustra en el cuadro que se pone a consideración de las partes asistentes y hará parte integrante del acta que se suscriba al final de la diligencia.
En cuando a la solicitud de devolución de los aportes a la seguridad social en salud y pensión, se tiene que la misma procede únicamente respecto a los montos o proporciones de la cotización que debió cancelar el empleador. En razón de ello, conforme la certificación expedida por Coomeva EPS –fl.115-, se tiene que durante el lapso no prescrito -20 de mayo de 2010 y el 31 de agosto de 2013-, la demandante efectuó cotizaciones por valor de $3`453.200, de los cuales, al empleador le correspondía sufragar el 8.5 %, de modo que, la devolución de aportes a salud asciende a $2`348.176.

De otro lado, conforme el detalle de periodos cotizados en pensión expedido por Porvenir S.A. –fl.117-, la demandante efectuó cotizaciones durante el interregno antes referido, por valor de $ 3`119.375, de los cuales al empleador le correspondía sufragar el 12%, de manera que la devolución asciende a $2`339.531. 
El valor a reintegrar a título de devolución de aportes a seguridad social cancelados por la actora, es de $4`687.707.
En lo que toca con la solicitud de pago de los aportes parafiscales por subsidio familiar que debió realizar el empleador, habrá que decir que si bien la señora Luz Stella Osorio Bañol no disfrutó, mientras duró su relación contractual desnaturalizada, de los beneficios que otorgan las Cajas de Compensación como serían, el subsidio familiar, acceder a los centros de recreación, educación y cultura, entre otros, lo cierto es que su compensación en dinero es improcedente, toda vez que dicho aporte es una contribución impuestas por el Estado a los empleadores, con destino a las Cajas de Compensación Familiar, que tiene efectos jurídicos durante la vigencia del contrato, de modo que, al tener un destinatario específico, es imposible que se le entreguen al trabajador para su disfrute en especie, y le signifiquen un aumento en su patrimonio. 

Adicionalmente, encuentra la Sala que la demandante percibió una remuneración superior a 4 SMMLMV, de modo que, en los términos de la Ley 21 de 1982, no sería beneficiaria del subsidio familiar en especie, dinero y servicios. No se accede por ende a su reconocimiento.

En consecuencia, se revocará la decisión impugnada. 

Se condenará en Costas, en ambas instancias a las demandadas 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, en su Sala decisión 3, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

Revoca la sentencia conocida en apelación. En su lugar,
1. Declara la existencia del contrato de trabajo habido entre Luz Estella Osorio Bañol, como trabajadora, y las compañías: Coomeva Entidad Promotora de Salud S.A., Coomeva E.P.S. S.A., y Coomeva Medicina Prepagada S.A., en carácter de empleadoras, del 1 de julio de 2009 al 30 de agosto de 2013.  

2. Declara que la ruptura del contrato de trabajo, se debió a la decisión unilateral e injusta de las demandadas.
3. Declara no probadas las excepciones propuestas por la parte demandada, salvo parcialmente la de prescripción, que se declara para aquellos reclamos, susceptibles de tal medio exceptivo, que se causen con antelación al 20 de mayo de 2011, a excepción del auxilio de cesantías y la compensación por vacaciones.
4. Condena a las compañías: Coomeva Entidad Promotora de Salud S.A., Coomeva E.P.S. S.A., y Coomeva Medicina Prepagada S.A., y en pro de Luz Estella Osorio Bañol, al reconocimiento de los siguientes crédito laborales: auxilio de cesantía: $27`109.767, intereses a las mismas: $1`478.195, prima de servicios: $14`868.100, compensación en dinero de las vacaciones: $13`872.083, indemnización por despido injusto: $14`981.850, indemnización moratoria por los primeros 24 meses, a razón de un salario diario: $$159`806.400, y a partir del mes 25, se generan intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación,  sobre las sumas adeudada por concepto de prestaciones sociales, hasta que se haga efectivo el pago total de la obligación; devolución de los por aportes a la seguridad social en salud y pensión $4`687.707, y por indemnización por no consignación de las cesantías a un fondo: $$120`466.536.
Condenar a Coomeva Entidad Promotora de Salud S.A., Coomeva E.P.S. S.A., y Coomeva Medicina Prepagada S.A., en Costas en ambas instancias. 

Notificación surtida EN ESTRADOS.

                                 El magistrado ponente,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES


Las Magistradas,
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA                ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN      
Alonso Gaviria Ocampo              

Secretario
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